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 NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. “[E]n el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación de la Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 20 de diciembre de 2016, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto de la Secretaría General del Grupo de Pensionados de la Policía Nacional, y partiendo de lo dicho por la Caja de Sueldos de Retiro, se hace necesario vincular también a la Tesorería General de la Policía Nacional, ello con el fin de establecer a quién le corresponde la responsabilidad de pronunciarse de fondo acerca de la petición elevada por el accionante. Lo anterior encuentra su justificación en que, de llegarse a revocar en esta instancia la decisión del A-quo, emitiendo órdenes que deban ser cumplidas por parte de alguna de las mencionadas Dependencias de la Policía Nacional, sin tener certeza de las diligencias llevadas a cabo por éstas para este preciso caso, y sin permitírseles controvertir los dichos planteados por el accionante, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma la litis.”. 
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la DIRECCIÓN DE LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL –CASUR-, entidad accionada dentro del presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 20 de diciembre de 2016, mediante la cual tuteló el derecho fundamental de petición del señor ALEXÁNDER GIRALDO GIRALDO. 
ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que el 22 de septiembre de 2016 elevó una solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez y posterior inclusión en nómina, a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; sin embargo, transcurridos más de dos meses, sólo recibió un oficio en el que se le indicaba que se encontraba en trámite el acto administrativo pertinente, y a pesar de haberse comunicado reiteradas veces con la entidad, no le han brindado ninguna información, ni le han señalado un día aproximado en el que se resolverá de fondo su petición. 
Señaló que aunque la petición se envió a la Caja de Sueldos de Retiro, posteriormente se redireccionó a la entidad competente, es decir, la Secretaría General del Grupo de Pensionados de la Policía Nacional, a quien señala como accionada dentro del presente asunto; dependencia que tampoco se ha pronunciado de fondo sobre su solicitud. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 6 de diciembre de 2016 en contra de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL.
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió en providencia emitida el 20 de diciembre de 2016 tutelar el derecho fundamental de petición del señor Alexander Giraldo Giraldo, ordenando a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional responder de fondo la solicitud elevada por el accionante, para lo cual le concedió el término de 2 días. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN

El 23 de diciembre de 2016, la Dirección General de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, presentó memorial mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia; sobre los hechos de la acción de tutela refirió que una vez dicha entidad recibió la petición presentada por el accionante a través de su apoderada, encontró que era necesario remitir su solicitud a la Tesorería General de la Policía Nacional, por ser de su competencia, como en efecto lo hizo el 30 de septiembre de 2016, de lo cual se le informó a la apoderada. 
Aclaró además que esa Dependencia está encargada de reconocer y pagar asignaciones de retiro, pero no tiene la competencia para reconocer pensiones de invalidez, por lo tanto no está facultada para resolver de fondo la solicitud presentada por el accionante.
Igualmente indicó que la petición del accionante fue recibida en la Dirección General de la Policía Nacional el 30 de octubre de 2016.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería determinar a esta Corporación, si en el presente caso la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante de manera que deba confirmarse el fallo de primer grado, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 

Visto lo obrante en el expediente se tiene que ambas partes coinciden en una afirmación, y es que la petición presentada por el señor Alexánder Giraldo Giraldo a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional fue remitida desde su recibo a la entidad competente para resolver de fondo el asunto, de este modo se tiene que la acción de tutela fue instaurada en contra de la Secretaría General del Grupo de Pensionados de la Policía Nacional, dependencia que en momento alguno fue vinculada al presente trámite, ello a pesar que en el numeral tercero de los hechos narrados por el accionante, se manifestó claramente que es allí donde aparentemente se ha efectuado la vulneración a su derecho de petición. 
No obstante, debe aclararse que aunque lo pertinente hubiera sido la vinculación de las dos entidades al asunto, el Juez de instancia basó su decisión en lo que tuvo a su disposición en el momento para el debate probatorio, pues cabe mencionar que la accionada guardó silencio frente al requerimiento que se le hizo dentro del término otorgado para que se pronunciara sobre la acción constitucional, es decir que sólo hasta ahora se presta a hacer un pronunciamiento frente a los hechos demandados, por lo tanto se le debe exhortar para que en lo sucesivo procure hacerse partícipe de los debates en los términos que le sean concedidos para ese fin, y de esta manera evitar que ante su indiferencia los jueces tomen decisiones que después los involucren o afecten, y tengan que usar el mecanismo de la impugnación para subsanar esas omisiones, haciendo más extensos los trámites procesales y desgastando el aparato judicial. 

Atendiendo lo dicho hasta ahora, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación de la Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 20 de diciembre de 2016, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto de la Secretaría General del Grupo de Pensionados de la Policía Nacional, y partiendo de lo dicho por la Caja de Sueldos de Retiro, se hace necesario vincular también a la Tesorería General de la Policía Nacional, ello con el fin de establecer a quién le corresponde la responsabilidad de pronunciarse de fondo acerca de la petición elevada por el accionante. 

Lo anterior encuentra su justificación en que, de llegarse a revocar en esta instancia la decisión del A-quo, emitiendo órdenes que deban ser cumplidas por parte de alguna de las mencionadas Dependencias de la Policía Nacional, sin tener certeza de las diligencias llevadas a cabo por éstas para este preciso caso, y sin permitírseles controvertir los dichos planteados por el accionante, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma la litis. 

De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
(…)
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, el Cuarto Penal del Circuito de Pereira el 20 de diciembre de 2016, de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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